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1.1 Introducción. 

Durante las últimas décadas el método del costo-beneficio (CB) gano un espacio indudable como herramienta para evaluar políticas públicas, en particular en los Estados Unidos, donde la técnica de balancear costos y beneficios, ha ganado un nivel importante de consenso político y es ampliamente empleado por las agencias gubernamentales
. 

La idea central de esta técnica es que las políticas públicas o regulaciones deben ser adoptadas cuando,  en general, los beneficios son mayores que los costos o, en una versión menos ambiciosa, que al menos los costos y beneficios deben ser explicitados y tomados en cuenta de manera sistemática en las decisiones regulatorias.  El empleo de esta técnica no solo se funda en la meta de la eficiencia, sino que permite, por lo menos,    incorporar cierta transparencia en las decisiones de las agencias y oficinas regulatorias, eliminar posibles sesgos y errores cognitivos en las decisiones o regulaciones o decisiones basadas en pujas distributivas y mostrar ineficiencias obvias en algunas regulaciones. 

Aun cuando su empleo explicito por parte de las agencias reguladoras del riesgo no es universal, en general ha ganado indudable espacio durante las ultimas décadas, en particular en los Estados Unidos, donde hay fuerte consenso sobre su empleo. Con independencia de algunos antecedentes aislados, en los Estados Unidos el análisis costo beneficio fue introducido de manera sistemática en el examen de las políticas públicas por la administración Reagan en 1981 y desde esa fecha fue ganando espacio al punto que algunos tribunales han ordenado a las agencias, salvo cuando el estatuto lo prohíba, efectuar análisis de costo y beneficio antes de regular. Por otra parte, el principio de costo beneficio permite entender mejor, o al menos esa es una de las principales tesis de este capitulo, otros principios de administración del riesgo frecuentes en la legislación, decisiones administrativas y judiciales de varios países, como por ejemplo, el principio precautorio. 

En este capítulo se busca, inicialmente, introducir al lector a los elementos básicos del análisis costo beneficio, mostrando sus debilidades y fortalezas, desde las más variadas perspectivas.  Si bien esta técnica puede emplearse para evaluar varias decisiones, se limita el análisis al más complejo ámbito de las regulaciones ambientales. 

La finalidad, desde luego, no es obtener una mirada completa o final de este complejo asunto y tampoco una definición completa sobre este asunto, sino más bien una ponderación algo descriptiva de los atractivos y dificultades de esta técnica.  Sobre el final se examina el principio de precaución, de amplio empleo para regular riesgos en la sociedad, para examinar la polémica sugerencia de que la versión moderada del mismo,  constituye un caso de empleo de CB con aversión al riesgo, una especie de seguro racional que la sociedad toma o adopta cuando un riesgo es muy poco probable pero su magnitud es demasiada alta. La versión fuerte de dicho principio, de tanta aplicación en derecho ambiental, en particular en Europa, será en cambio cuestionada desde el enfoque costo beneficio. 

La ultima parte de este capitulo discute limites a la técnica del costo beneficio desde un punto de vista normativo.  Estos límites, no se buscan en el complejo y debatible ámbito de la filosofía política o legal sino en un sentido más analítico, tomando en cuenta los valores y reglas más usuales en la práctica institucional de los países occidentales. Es decir, se buscan límites basados en reglas o principios que usualmente podrían contar con apoyo de diversas miradas sobre la política, en un sentido más descriptivo que normativo
. 

1.2 Generalidades sobre el análisis costo – beneficio. 

Un primer problema es que el termino análisis costo – beneficio tiene diversos significados en la literatura. En un plano muy general, puede identificarse con el uso de herramientas económicas para lograr la meta de la eficiencia en el campo regulatorio, casi como sinónimo de economía normativa o economía del bienestar en general. A un menor nivel de generalidad, sin embargo, denota el empleo del criterio de eficiencia potencial de Pareto para evaluar la consecuencia de adoptar regulaciones o cambios legislativos en general. Sin embargo, en un sentido aun más estrecho y frecuente, el término designa  un método de evaluación de costos y beneficios para tomar decisiones exclusivamente en el campo de las políticas públicas
.  Es en este último sentido mas limitado, pero mas difundido en el campo ambiental y de regulación del riesgo, al cual vamos a hacer referencia en este trabajo. 

El método del costo beneficio estima las regulaciones o planes de acción gubernamentales según sus consecuencias, estimando  el total de beneficios netos o su equivalente en dinero. Centralmente, busca examinar cuando los beneficios de un curso de acción gubernamental superan sus costos y permite, entre otras metas, identificar aquellos cursos de acción que llevan a resultados más favorables en bienestar.   

Este método que consiste en sopesar de manera integrada los costos y beneficios de una regulación o decisión estatal fue avanzada en 1848 por el ingeniero francés Jules Dupuit  y cuenta con antecedentes en la obra de Alfred Marshall, quien llego a formular algunos de los conceptos formales de su empleo actual.  El desarrollo practico de la herramienta, sin embargo, tuvo auge décadas después, comenzando con las regulaciones de la Ley Federal de Navegación que exigía al cuerpo de  Ingenieros de Estados Unidos llevar adelante aquellos proyectos de mejora del sistema de aguas solo en aquellos casos en los cuales los beneficios para las partes implicadas en los proyectos fuesen mayores que los costos totales de su implementación. Dos décadas después, los economistas comenzaron a trabajar para buscar métodos para mejorar estas mediciones, inicialmente desarrolladas por los ingenieros. 

La utilidad  del enfoque CB reside en que los bienes son escasos y que usualmente hay muchas metas alternativas y competitivas en los que pueden ser empleados, aun dentro de la política ambiental.  Mientras respecto de los  bienes privados que se ofrecen en los mercados, los oferentes tienen usualmente buenos incentivos para ofrecer la cantidad de bienes que los demandantes desean al precio de mercado, no sucede lo mismo en el caso de bienes públicos, como la protección ambiental. Mientras ofrecer protección ambiental es costoso, puesto que se deben detraer recursos para otros fines como la seguridad o la educación, sucede que hay muchas metas y mecanismos alternativos para minimizar el costo social ambiental. La técnica del CB permite examinar desde las consecuencias, las diversas alternativas para intentar estimar cuando conviene gastar en una meta determinada, elegir la herramientas que minimiza el costo, tomando en cuenta las consecuencias de diversos cursos de acción alternativos, incluyendo la inacción. 

El CB puede emplearse también como una herramienta informativa, para conocer cuanto de una meta debe sacrificarse para lograr otra, pero muchas veces se busca la eficiencia. En líneas generales, una medida es eficiente si los beneficios agregados son superiores a los costos agregados, de modo que los ganan con la medida puedan hipotéticamente compensar a los perdedores. Cuando se verifica esta condición se logra un resultado que es superior en el sentido potencial de Pareto.   

Un objetivo independiente de la eficiencia en la asignación es que el CB puede mejorar la calidad de la información en el sentido que permite conocer cuanto se sacrifica de una meta por otra meta. Usualmente regular una actividad tiene impacto en otras actividades y nuevos riesgos pueden surgir consecuencia de la regulación. Por ejemplo, un impuesto a los químicos en la agricultura puede llevar a que se demanden mayor cantidad de hectáreas provocando deforestación. El estudio de CB busca conocer en que medida la regulación impacta en diversas metas que son relevantes al problema. 
Para esto, todos los impactos son puestos en unidades propias a la actividad o riesgo, como cantidad de personas enfermas prevenidas, cantidad de accidentes u horas de viaje, las que luego son estimadas en términos monetarios. La finalidad, usualmente, consiste en adoptar  aquellas decisiones cuyos beneficios superen a los costos medidos en términos monetarios, pero puede emplearse la técnica con fines informativos. Si lograr un objetivo es demasiado costoso en términos de otros, aun cuando no estemos empleando la eficiencia como regla normativa, ese meta podría ser razonablemente dejada de lado por el regulador o decisor.  
El CB opera sobre la base de técnicas muy conocidas de economía normativa. Busca un balance adecuado entre costos y beneficios valorando estos conformes las preferencias agregadas de las personas implicadas y no a las metas o valores del analista. Para eso los costos y beneficios se valoran conforme la cantidad de dinero (es decir de otras metas o fines) que los individuos están dispuestos a resignar para obtener para lograr una unidad adicional de esa meta, o el dinero que estarían dispuestos aceptar para aceptar el cambio regulatorio. El criterio regulatorio es que las ganancias, expresadas en dinero, sean mayores que los costos expresados, también en dinero, al menos en el uso mas frecuente de la técnica. 

El CB tiene sus propios atractivos, pero también sus límites. Probablemente, uno de sus atractivos mas grandes es que pide un examen de las consecuencias regulatorias que seguramente es superior a la simple intuición burocrática, la muchas veces irreflexiva demanda de seguridad ambiental ciudadana o sectorial, y puede mitigar el efecto de los grupos de presión, que podrían tener incentivos para lograr regulaciones sectoriales auto interesadas por medio de la búsqueda de rentas. 

Más adelante nos vamos a ocupar en más detalle de sus límites, pero en muchos casos evaluar resultados asociados a la salud, la vida humana o la calidad del ambiente puede resultar técnicamente difícil y (para algunos) simplemente inmoral. Para que el CB pueda ser realizado de manera mas simple es necesario cuantificar y comparar los costos y beneficios en una unidad común.  Aun cuando esto no es fatalmente necesario, la unidad común mas empleada es el dinero, de manera que –en la mayor parte de los casos- el método pide medir los costos y beneficios en términos a su valor equivalente en dinero en términos constantes, para eliminar los efectos de la inflación y, sobre todo, para calcular el valor actual de costos y beneficios que tienden a ocurrir en el futuro.  Pero muchas veces, las regulaciones refieren a bienes que no tienen precios en los mercados, donde no hay precios testigos o sobre bienes para los cuales muchas personas podrían encontrar inmoral valorarlas en términos transaccionales. 
1.3 El método del costo beneficio. 

Usualmente, la valuación de costos y beneficios debe reflejar no las preferencias de los analistas sino de las personas, para lograr aquellos resultados que son más valoradas por la sociedad.  Centralmente, esto puede lograrse por medio de encuestas o examinando las elecciones que las personas toman en sus decisiones cotidianas, en capacidad de transmitir buena información sobre la dirección e intensidad de sus preferencias. Una nueva línea de ómnibus implica ahorro de tiempo, y para valorar esto los analistas examinan las decisiones de las personas respecto de la valoración que usualmente hacen entre tiempo y dinero o la cantidad de dinero (es decir, otras metas) que están dispuestos a sacrificar para obtener unidades adicionales de tiempo. Cuanto la gente valora el aire limpio puede ser deducido de examinar cuanto mas esta dispuesto a pagar por una vivienda en una zona con menos polución o, a la inversa, el descuento que el mercado hace a viviendas expuestas a mala calidad del aire. 

En general, los analistas encuentran más confiable obtener la información sobre la base de decisiones de las personas que sobre la base de encuestas, en las cuales usualmente sobreestiman el peso en el bienestar de los servicios ambientales. Encontrar estas valuaciones puede ser una tarea difícil, sobre todo en el campo ambiental, donde muchos bienes no solo no tiene precios de mercado (que revelan las preferencias de las personas) sino que tampoco es fácil encontrar estos precios testigos que permitan inferir las preferencias de las personas. 

La idea central de CB es muy intuitiva: sugiere que un curso de acción debe ser adoptado cuando lleva a los máximos beneficios netos. Supone, por tanto, tomar en cuenta los costos y los beneficios.  Dos estados del mundo, en este sentido, puede compararse empleando CB. Una estado del mundo X puede considerase más deseable que otro Y si del cambio surge una ganancia neta. Esa decisión (pasar a X) debería adoptarse si cuando el costo es menor que el beneficio: 

(1) (B a – C a) > 0 

Esta idea no debería resultar demasiado polémica. En general las personas, por ejemplo, compran un bien cuando el valor marginal de ese bien (es decir el bienestar que para ellas significa o se sigue de consumo) mayor que el precio y a nivel social, al menos en cuanto a asignación de los recursos, una propiedad atractiva de los mercados competitivos es que inducen a que las personas solo produzcan bienes en la cantidad en la cual el costo (marginal) de producir esas unidades no sea superior a la valoración (marginal) que los individuos tienen por esos bienes. En el campo de las inversiones, por ejemplo, comparar los costos y los beneficios de las alternativas para buscar cuál de ellas es la que permite mayor beneficio neto, constituye un ejercicio o método de evaluación para la toma de decisiones poco controvertible.  Si el beneficio es mayor que el costo, el individuo debería tomar la decisión X. 

Pero en este ejemplo, quien toma las decisiones es la misma persona, quien evalúa el costo y el beneficio y además, para muchos casos, como sucede con un proyecto de inversión, hay precios de mercado que permiten cuantificar de modo correcto tanto los costos como los beneficios.  En el campo ambiental y de regulación de riesgos, en esta primera instancia ocurren o (en algunas aplicaciones) pueden ocurrir al menos dos problemas. Es posible que los costos y beneficios no puedan ser fácilmente cuantificados, puesto que muchos bienes ambientales simplemente no tiene precio de mercado.  En general, es más probable estimar los costos, por ejemplo de abatir determinado tipo de contaminante, que estimar en dinero los beneficios derivados de proteger determinados tipos de bienes ambientales.  Aun cuando en algunos casos puede |estimarse el valor que las personas otorgan a ciertos bienes ambientales, en muchos casos lograr siquiera buenas estimaciones puede ser una tarea compleja o inalcanzable.  

Voy a dejar estos problemas para el siguiente capítulo, pero por ahora, basta con señalar que la técnica del CB consiste en sumar costos y beneficios entre diversas personas.   La idea central en las variantes más frecuentes de la esta técnica, consiste en agregar las preferencias de los individuos sobre la base de la medida de cuanto estarían dispuestos a pagar para obtener algo que valoran o para evitar algo que no valoran (o cuanto estarían dispuestos a aceptar para aceptar un resultado que no les gusta).  Cuando las ganancias derivadas de una política o decisión social son mayores que las perdidas, en el sentido de que el ingreso o bienestar de los que se ven beneficiados es mayor que el costo o disminución en utilidad de quienes pierden, una política constituye una mejora en el sentido potencial de Pareto y mejora el bienestar o la riqueza de la sociedad. La idea es agregar costos y beneficios en diversos individuos para examinar si hay una ganancia neta en la aplicación de la política bajo examen. Siempre entendiendo el beneficio y el costo medidas por la cantidad que la gente estaría dispuesta a pagar para obtener o evitar un cambio social
.  Esta operación puede ser escrita como:

(2) Σ i (B i  + C i) > 0
Esta inecuación es básicamente igual a la (1) solo que en este caso refiere a la suma de los costos y beneficios individuales y no a un único individuo, como en el caso anterior. La “Σ” significa “la suma de” y el subíndice refiere a cada individuo.  Cuando la suma de todos los beneficios es mayor a la suma de todos los costos medidos en dinero, de modo tal que el resultado neto es positivo, el CB recomienda adoptar la política bajo examen. 

Pero el asunto no es solo que el caso ambiental el CB opera respecto de muchas personas distintas, sucede además  que muchas de las decisiones importantes, como por ejemplo en regulación de calentamiento global, los costos y los beneficios difieren temporalmente. En el ejemplo, los costos deben ser pagados ahora y los beneficios o buena parte de ellos son para generaciones futuras.  Las inecuaciones (2) suponen que los costos y beneficios para cada individuo operan en el mismo periodo de tiempo, pero esto no es una estimación realista para muchas decisiones ambientales, en particular para las más difíciles. Para muchos problemas ambientales una mejor descripción debe incorporar el periodo de tiempo en el cual tanto los costos como los beneficios deben tomarse en cuenta. En este punto el tema central es como valorar o traer a valor presente costos y beneficios que pueden suceder en un periodo distante de tiempo.  La regla es que los individuos tienden a preferir una ganancia cualquiera antes en el tiempo que después. Es decir, tienen preferencia temporal por el presente. No es lo mismo ganar un viaje a Europa para Agosto de este año que para el mismo mes del 2050. El valor del primero es mucho mayor que el segundo. Para calcular cuánto vale hoy un costo o beneficio que se registra en el futuro es necesario introducir la noción de descuento, que en el campo ambiental (como luego voy a comentar) presenta dificultades no solo técnicas sino filosóficas difíciles.

Pero la técnica puede ser mejor explicada apelando al calculo de los intereses compuestos. El interés vencido es agregado al capital y a medida que se van generando pasan a formar parte del capital, se van acumulando, y producen a su vez intereses en períodos siguientes, de modo tal que los intereses generados en cada período se calculan sobre capitales distintos que incorporan los intereses vencidos.  

 
El capital al final de cada período es el resultado de añadir al capital existente al inicio del mismo los intereses generados durante dicho período. La formula [image: image1.wmf]n

i

C

M

)

1

.(

+

=

  permite calcular el capital final o monto (M) en régimen de interés compuesto, donde C es el capital inicial, I denota la tasa de interés  y n la duración de la operación.  A partir ella, además de calcular montos, es posible, conocidos tres datos cualesquiera, despejar el restante o bien reemplazar en estas fórmulas ya despejadas, como por ejemplo: 
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De ese modo, si se colocan  $  1 al 5 % anual tendremos $ 1,63 luego de una década. Si invertimos $ 0, 63 a una tasa del 5 % tendremos $ 10 en una década. Esta técnica nos permite saber cual es el valor presente de un ingreso cualquiera de un ingreso futuro en el presente. Es decir, esto nos dice que un dólar de hoy vale 0, 63 de una década. Esta operación refleja una tasa de descuento o costo de oportunidad de emplear un dólar hoy respecto de un dólar dentro de una década y supone aplicar en forma opuesta o contraria la formula del interés compuesto. 

 Por ejemplo, supongamos una inversión de $ 1000 a una tasa de descuento del 15 % por un periodo de dos años. Esto es igual a 1000  x  (1,15)2 que es igual a $ 1 322, 50. Pero esto es lo mismo que decir que el valor actual de $ 1322, 50 a una tasa de descuento del 15 % por un periodo de tiempo de dos años es igual a $ 1000. Esto se obtiene  del siguiente modo: 1322,50 / (1,15)2.  

El valor presente un beneficio B en el año n, entonces, es igual a Bt /(1 + r)t.  Pero puesto que en el campo ambiental no solo queremos saber respecto de un beneficio sino de la sumatoria de costos y beneficios en un periodo determinado de tiempo la formula es igual a: 

(3)  Σ t  (B t  + C t) /(1 + r)t 

El descuento es necesario puesto que las personas otorgan menos peso a un beneficio o un costo que se produce en el futuro que cuando estos se verifican en el presente. Las personas tienen preferencias temporal por el consumo presente respecto de consumo futuro y una perdida hoy es mas costosa que una perdida en el futuro distante. Esta formula permite traer a valor presente la sumatoria de costos y beneficios individuales consecuencia de una política ambiental. Para incorporar el tiempo en el análisis costo beneficio de manera más visible podemos poner (3) del siguiente modo: 

(4)  Σ t  (B t  + C t) (1 + r) − t   > 0
Esta inecuación incorpora el valor presente de los costos y beneficios, es decir el descuento de valor de estos que se asumen agregados entre los individuos.  Se asume que B y C incorporan todos los costos y beneficios asociados al ambiente, es decir que reflejan todo los que los individuos están dispuestos a pagar respecto de cambios ambientales.  Desde el enfoque de costo y beneficio se asume que la política pública debe llevarse a cabo siempre que el valor sea positivo.  

Sin embargo, entre otras dificultades que voy a señalar más adelante, el método del descuento en el campo ambiental es polémico. Algunos ambientalistas sugieren que afecta los intereses de las futuras generaciones y rechazan el procedimiento por completo, mientras que en otros casos se discute la tasa de descuento que debe aplicarse a políticas ambientales.  Una tasa grande de descuento, en este sentido, implica que debemos gastar menos que una tasa grande de descuento, razón por la cual esta variable está sujeta a polémica entre los autores.   Como la tasa de descuento refleja el costo de oportunidad de emplear recursos para eliminar daños ambientales futuros, a una tasa más baja (r) se corresponde menor inversión, puesto que los proyectos actuales se hacen más atractivos. Una tasa de descuento más baja refleja mayor valor futuro y por tanto hace más atractivo invertir para prevenir daños ambientales futuros.  Buena parte de la controversia, con independencia de si debemos o no emplear esta técnica a problemas ambientales serios, se centra en el nivel en el cual debe fijarse la tasa de descuento.  Autores importantes, especialistas en el campo de economía ambiental sobre problemas complejos como Stern y Northdaus, por ejemplo, difieren respecto de la tasa de descuento apropiada en el campo del cambio climático
. 

3. Problemas y límites del CB: una mirada general. 
El CB tiene problemas y limites tanto técnicos como sustantivos. Voy a comenzar por los primeros. Un límite técnico para el CB es que este pide, en su forma más frecuente, que todos los  costos y beneficios sean calculados en base a una unidad común, típicamente en dinero. Pero ocurre que los bienes ambientales no están en los mercados y no tienen valor en dólares o pesos.  
En el campo ambiental con frecuencia es necesario valuar bienes que no están en los mercados, como los mismos bienes ambientales, o la salud o vida misma, una idea que puede resultar antipática, pero muy útil para comparar proyectos y regulaciones.   Simplemente, no es posible financiar todos los proyectos que pueden salvar vidas y es necesario encontrar un mecanismo racional para elegir entre diversos proyectos o regulaciones (incluyendo la inacción). La meta global, en este sentido, parece no demasiado controvertida: reducir el riesgo de muerte en sociedad a los menores costos posibles.  

Muchas veces no es necesario poner valores en dinero a bienes ambientales sino a las alternativas para protegerlos.  Podríamos estar de acuerdo que es necesario proteger cierta especie y el CV no nos pide necesariamente valorar en dólares o pesos la preservación de la especie en particular, sino solo examinar cuales de las alternativas disponibles es la que pide incurrir en menores costos
.   Pero en muchos otros casos, es necesario cuantificar valores que no están en los mercados como la vida o la salud.  

El modo de conocer el valor que las personas otorgan a su vida no es fácil, pero existen algunas técnicas disponibles. Las personas no otorgan un valor absoluto a su seguridad y siempre están dispuestas a incrementar el riesgo de perder la vida o la salud por algún beneficio. Las carreteras y el uso de automóviles se cobran varias decenas de vidas estadísticas en Argentina y mas de un centenar de miles en Estados Unidos, pero la sociedad acepta ese riesgo por la ganancias derivadas de su empleo.  A nivel individual, las personas aceptan riesgos por ganancias y estas decisiones son las que pueden ser empleadas para examinar el valor que las personas confieren a la vida humana.  Los economistas con frecuencia examinan cuanto las personas están dispuestas a aceptar por trabajos muy riesgosos o el nivel de prima de seguros que las personas están dispuestas a pagar en los mercados. 

Estimar el valor de pérdidas no monetarias es un problema complejo para el que probablemente no haya respuestas completamente satisfactorias y que el sistema legal debe resolver. Una posibilidad que ofrece la economía es apelar a la propensión a pagar que un individuo por eliminar en alguna magnitud el riesgo de sufrir un tipo determinado de lesión o riesgo de muerte. Si una persona enfrenta una probabilidad de 1/100.000 de sufrir un riesgo X, la pregunta usual es cuánto pagaría la víctima por eliminar ese riesgo. Supongamos que el riesgo de muerte para una actividad en particular es de 0,001y el precio que se demanda para hacerse cargo del riesgo es de $ 5000, entonces el valor de la vida es de $ 5.000.000 (5000 dividido 0,001). Si una persona, por ejemplo, está dispuesta a pagar $ 10 para eliminar un riesgo de lesiones X, entonces, asigna un valor de un millón a ese riego. Las estimaciones en Estados Unidos van de 4 a 9 millones con una media de 7 millones
.

Pero las personas podrían ser demasiado optimistas
, como ilustra la economía de la conducta y aun si fuesen capaces de estimar correctamente las probabilidades (lo que no es muy claro
), no es muy seguro que ese sistema sea el adecuado, sobre todo teniendo en cuenta que los tribunales deben compensar a las víctimas luego de que el accidente sucedió
. En cualquier caso, estas estimaciones tienen el efecto de introducir un valor estimado próximo a las valoraciones de las personas respecto de valor estimado por vida salvada. 

Posner cree que no hay motivos para asumir que la relación de valor es lineal.  Es probable que la gente demande mucho más dinero cuando el riesgo es mucho más probable (ejemplo uno en dos o en tres) que cuando es muy poco probable y sugiere que al forma de la función podría ser  V = r/(1 − r)t  donde V es el valor del individuo promedio para evitar el riesgo r. Si el riesgo es igual a cero el individuo estará dispuesto a pagar cero para evitar r  mientras el r se incrementa se incrementa en mayor proporción V. Sin embargo, cuando el valor de r es muy bajo es probable que la función sea discontinua por la conocida tendencia de las personas a dejar de lado riesgos cuya probabilidad de ocurrencia es muy baja
.   

Respecto de otros bienes, es posible emplear precios testigos para examinar la valoración que las personas otorgan a los bienes ambientales. Si bien el aire limpio no  está en el mercado, las casas en áreas con aire limpio sí lo están, y los economistas usualmente comparan casas con  similares características, algunas de ellas con aire limpio y las otras en áreas con aire contaminado para examinar la diferencia de valor. Claramente que puede ser difícil asilar todas las variables que pueden tener peso en el valor de una casa para aislar el factor ambiental que se quiere valuar, pero es posible encontrar valores aproximados
. 

Las personas, además, tiene diferentes preferencias respecto de iguales problemas ambientales. Hay personas que pagan menos y otras más por el aire limpio, pero el CB unifica el valor que estas pagan.  Pero es probable que en muchos casos estas diferencias de valorizaciones se neutralicen entre ellas, pues dado que el valor del bien no transable se obtiene de la diferencia de precio entre una casa en un área de aire puro y el precio de una casa en área con aire contaminado, puede suceder que los que valoran el aire puro estén pagando más que lo que pagaría una persona promedio justamente porque son excesivamente sensibles
. 

Un problema es la tendencia de las personas a valorar más un derecho o bien cuando lo tiene que cuando no lo tienen. Hay evidencia para sostener que las personas demandan más dinero para aceptar un daño de lo que estarían dispuestos a pagar por aceptar un mejora
. El problema, en este caso, es que no es muy claro que la disposición a pagar por un derecho ambiental sea independencia de la distribución de ese mismo derecho. 

Un problema adicional, es que la asignación de un derecho implica un efecto  “efecto riqueza”  condiciona la asignación de otros derechos.  Es decir, en algunos contextos, asignar un derecho a una parte implica incrementar su disposición a pagar por otros derechos, de modo que no puede evaluarse la eficiencia de la asignación de derecho con independencia de la misma asignación. En algunos casos reconocer el derecho inicial a uno de ellos implica un “efecto riqueza” razonablemente puede tener incidencia en la asignación final.
 Pero en general, sobre todo cuando se trata de situaciones corrientes sobre las cuales los precios de mercado pueden ajustar su valor, en la generalidad de los casos este efecto queda neutralizado por cambios en los precios. 

Pero algunos autores cuestionan el CB por razones más de fondo: los bienes ambientales, o la salud y la vida tienen o tendrían un valor no instrumental que impide cotejarlos o medirlos respecto de otros valores. Elizabeth Elliot y David Schmidtz afirman 
que “le asignamos un valor instrumental a un objeto cuando valuamos aquello para lo cual lo podemos utilizar, o intercambiar; le asignamos un valor intrínseco cuando valoramos lo que ese objeto es”. 

Algunos autores consideran que aquellos animales con capacidad de sentir deben tiene personalidad moral y que por tanto tienen derechos
. El problema en ese caso es que no solo cuenta la utilidad de las personas sino también la de los animales y en ese caso el CB puede ser mucho más complicado, sino tarea imposible. Algunos autores inclusive han sugerido que las especies o algunos individuos dentro de la especie tienen derechos o alguna forma de personalidad moral por la cual merecen respecto. La ilustración clásica de este argumento es el del “Ultimo Hombre” de Richard Routley: ¿es completamente neutral que el último hombre sobre la tierra, destruya por su solo placer la última sequoia? Nuestras intuiciones sugieren que ese acto es inmoral y que además de los humanos hay otros seres que tienen algún valor intrínseco en la naturaleza.  Surge, en este contexto, el interrogante de si es razonable pensar en un “precio” por algunas partes de la naturaleza. 

 Para algunos los bienes ambientales o la vida o la salud no deben tener precios. Es decir,  sería inmoral pensarlos en términos de transacción con otras metas. Pero el argumento de que algunos bienes no deberían estar en los mercados no es demasiado conducente en temas prácticos: en los hechos hay que asignar recursos por una meta cualquier y esa sola asignación resta recursos para otras metas. Es decir, la sola existencia de dos metas rivales (y usualmente en el campo ambiental hay varias metas rivales) implica precios o relaciones de valor entre las diversas alternativas. Considerados ex ante no hay valores que sean estrictamente inconmensurables puesto que proteger a uno implica, en algún grado que el CB puede estimar aunque sea de modo aproximado, cuando de uno debe resignarse para proteger al otro. 
Una objeción en este punto, de especial relevancia en el campo ambiental, es que muchos podría considerar que algunos o la mayor parte de los bienes ambiéntales no pueden ser balanceados y comparados en su importancia con otras metas, puesto que se debe o debería a estos últimos alguna forma de especial respecto. Mientras en muchos casos podríamos sumar costos y beneficios bajo una única escala, los bienes ambientales tienen  o tendrían cierto valor por si mismo que inhibe emplear técnicas que como esta, supone que una meta puede ser comparada con otra bajo una misma escala. Algunos autores de la ética ambiental, simplemente dirían que tenemos el deber de proteger bienes ambiéntales con independencia de si ese curso de acción registra un beneficio neta, aun en la hipótesis de que ese cálculo pudiese ser realizado de manera completa. 

Mientras la economía asume que los empleos de los bienes pueden sustituirse unos a otros, de modo de lograr su mejor aplicación, algunos autores, sobre todo en el campo de la filosofía, podrían oponerse a este modo instrumental de considerar el valor de los bienes ambientales. Un autor inspirado por este modo de ver las cosas, podría argumentar que cada individuo vivo, sea una plata o un animal e inclusive un microorganismo tienen un lugar en la naturaleza y una posición en el mundo moral por la cual debemos respetarlos en tanto entes que tienen valor por si mismos (y no solo instrumental para los hombres).  Cada organismo viviente, por ejemplo, tiene su propia forma de bienestar a la cual debemos, los seres humanos, adecuar nuestras acciones
. 

Pero con independencia de que una persona considere que un animal o una especie tengan un valor intrínseco, lo cierto es que en el campo de las decisiones humanas un recurso adicional a proteger una especie o reducir el riesgo implica menos recursos para otras metas.  Es poco probable que, en los hechos, este tipo de consideraciones sean muy relevantes para tomar decisiones cuando el costo de proteger un bien ambiental que tiene personalidad moral es demasiado grande, por ejemplo, en término de otras especies que tienen igual peso moral o de los seres humanos. Explicitar correctamente las consecuencias de una decisión puede informar mejor, incluso (o quizás fundamentalmente) a quienes tienen fuertes compromisos éticos con la calidad  ambiental. 

Para ilustrar este punto voy a comentar brevemente dos casos. El primero es el caso de las prohibiciones de emplear pesticidas luego del extendido impacto del famoso libro Primavera Silenciosa, que alertaba sobre los riesgos de dichos productos en la actividad agrícola. Las presiones de cierto ambientalismo ingenuo llevo a que rápidamente se prohibiera el uso de ciertos pesticidas. Luego, el tiempo mostró que esas políticas no tuvieron en cuenta los costos y solo los beneficios inmediatos de la regulación, al punto que en muchos países levantaron las iníciales restricciones. Simplemente, el problema es que los sustitutos que se emplearon causaron mucho más daño.  Como muestra un autor como Sunstein, el análisis costo y beneficio tiene la ventaja de considerar no solo los beneficios sino los costos, de una manera integral y sistemática, examinando todas las consecuencias relevantes de un problema.  Una política de autos menos contaminadores del aire muchos mas livianos y rápidos puede costar más vidas en accidentes, por ejemplo, siendo este un costo que debería tomarse en cuenta para tener una visión completa de un problema. En un mundo donde los recursos son escasos considerar cuanto de una meta se sacrifica respecto de otras metas, parece constituir un método central para el mejor debate y el empleo racional de los recursos.  Sobre el final voy a volver sobre otros aspectos del CB. De hecho, voy a sugerir, en línea con otras opiniones minoritarias en el campo de la administración del riesgo, que la racionalidad de principios como el precautorio o el preventivo, tan empleados en el campo ambiental, pueden ser reconstruidos apelando a la técnica del costo beneficio. Es decir, a racionalidad económica. 

4. El principio precautorio: su reconstrucción desde el enfoque CB.  
Existen riesgos ambientales serios para los cuales no hay certeza científica. Aun cuando buena parte o la mayor parte de los científicos creen que la emisión de CO genera cambio climático, no hay acuerdo respecto de su incidencia en el largo plazo
. De igual modo tampoco hay demasiado consenso respecto de temas como la exposición a bajos niveles de radioactividad o los eventuales efectos nocivos en la salud del mal de la vaca loca o los efectos de los alimentos genéticamente modificados.  Usualmente, con el tiempo, aprendemos sobre los riegos de una actividad, pero el asunto central es cómo manejar correctamente este mientras incorporamos más información sobre el asunto. Uno de los principios de administración del riesgo más importantes en el derecho internacional y que tiene amplia recepción en políticas públicas y hasta en algunas importantes decisiones de los tribunales es el principio precautorio. Aun cuando este principio está contemplado en los documentos más importantes de derecho ambiental internacional y en buena parte de los sistemas legales de los países, existe  una variedad grande de definiciones posibles, tanto en el campo académico como en sus aplicaciones y ha sido receptado en el sistema legal argentino, centralmente en la Ley General del Ambiente (Art. 4 de la ley 25675)
. 

Este principio, que tiene su origen en regulaciones ambientales alemanas y su primer empleo claro legislativo  en Suecia (1969),  en la actualidad tiene amplia recepción sobre todo, al menos en su aspecto formal,  en Europa. La idea central es que cuando una actividad amenaza la salud humana o el ambiente medidas precautorias deben ser tomadas aun cuando la relación causa efecto no haya sido establecida de manera completa científicamente
.

Usualmente se pide que quien desarrolle al actividades supuestamente dañosa, en vez de la sociedad, deba cargar con la prueba de mostrar que la misma no causa daño ambiental.  El principio puede ser ilustrado mediante la clásica formula “prevenir es preferible que curar” y lleva a la idea de que una actividad humana no debe ser llevada adelante hasta tanto no se demuestre que es segura.  

El principio tiene amplia recepción en materia legal, tanto a nivel internacional como en las legislaciones nacionales. Constituye un principio importante de derecho ambiental y de administración del riesgo a nivel internacional y ha sido empleado, por lo Tribunales. 

Hay diversas articulaciones de este principio. Una versión débil y muy conocida de este principio es la adoptada en la declaración de Río de 1992, cuyo principio 15 afirma: “Cuando haya peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza científica absoluta no debe utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente”. En esta versión se pide aplicar el principio solo frente a la amenaza de un daño “grave e irreversible” y exige tomar en cuenta los costos de la regulación y por tanto incluye cierta idea de proporcionalidad entre los costos y los beneficios. 

Una versión más fuerte del principio es la contenida en la Convención sobre Diversidad Biológica
 y otra aun más fuerte en la Carta Mundial por la naturaleza que afirma que cuando los efectos adversos potenciales no pueden ser complemente comprendidos las actividades no deben ser permitidas
.  Una regla que puede resultar poco afortunada desde el punto de vista de las consecuencias si se la emplea de manera estricta, puesto que cualquier actividad novedosa, como el empleo de nueva tecnología, puede generar efectos no predecibles y, en general, toda actividad humana, incluyendo la regulación estatal, tiene consecuencias que no son completamente conocidas. 

El tratado de Maastricht (1992) incorporo una versión débil del principio a la política ambiental de la Unión Europea. El Art. 130 R (2) establece que: “La política de la Comunidad en el ámbito del medio ambiente tendrá como objetivo alcanzar un nivel de protección elevado, teniendo presente la diversidad de situaciones existentes en las distintas regiones de la Comunidad. Se basará en los principios de cautela y de acción preventiva, en el principio de corrección de los atentados al medio ambiente, preferentemente en la fuente misma, y en el principio de quien contamina paga. (…). En el parte 3, sin embargo que: “En la elaboración de su política en el área del medio ambiente, la Comunidad tendrá en cuenta: los datos científicos y técnicos disponibles; las condiciones del medio ambiente en las diversas regiones de la Comunidad; las ventajas y las cargas que puedan resultar de la acción o de la falta de acción; el desarrollo económico y social de la Comunidad en su conjunto y el desarrollo equilibrado de sus regiones. Esta versión, por tanto, conforme surge de la lectura de la parte (2) y (3) pide tomar en cuenta los costos y los beneficios de la regulación.  

Desde su incorporación varias naciones de Europa han empleado el principio en sus políticas ambientales y de administración del riesgo, por ejemplo para impedir la importancia de semillas genéticamente modificadas o para impedir el uso de hormonas en ganado.  La UE ha redoblado el compromiso con el empleo del principio para evaluar riesgos de nuevas actividades
. Su empleo no ha sido del todo claro por parte de los tribunales, que a veces han adoptado versiones más fuertes y otras más débiles del principio y algunos han cuestionado el empleo  del principio para favorecer demandas políticas o culturales bajo retórica ambiental y es probable que se haya empleado de manera diversa para atender diversos riesgos de una manera no necesariamente consistente
. 

Aun cuando hay cierta idea generalizada de que Europa adopta más que USA el principio, esto puede cuestionarse.  Entre 1992 y 1999 no menos de veintisiete resoluciones del Parlamento Europeo hicieron referencia directa al principio
. Aun cuando en los textos Europa adhiere de manera manifiesta al principio, en la práctica las cosas serian más complicadas, puesto que ha sido selectivamente más precavida respecto de algunos riesgos, como las hormonas en las carnes o las semillas con modificaciones genéticas, pero menos (que USA, por ejemplo) respecto de otros como la enfermedad de la vaca loca o las donaciones de sangre o en materia de riesgo ocupacional. Es probable que en la práctica, no sea posible posicionar a las naciones desarrolladas por un continuo de niveles de precaución, y que estas sean más o menos precavidas según diversos riesgos
.
Los Tribunales Europeos tienden a emplear nociones laxas o estrictas del principio en una serie de resoluciones judiciales donde no hay uniformidad de criterios. Respecto del uso de un antibiótico para alimentos de animales que posiblemente generen bacterias resistentes en capacidad de infectar a los seres humanos, el Tribunal de primera instancia prohibió su empleo aun cuando no se hizo ninguna evaluación de riesgo  sobre la base del principio precautorio. Y la misma Corte Europea de Justicia ha empleado del criterio de modo muy estricto con frecuencia. Italia, por ejemplo, prohibió el maíz genéticamente modificado aun cuando el Instituto de Sanidad de ese país había llegado a la conclusión de que no había riesgos para humanos y animales.  Pero en el caso del mal de la vaca loca, la UE ha resuelto cinco casos de manera contradictoria: mientras algunas decisiones rechazan la meta de la “carne sin riesgo” otras establecen el principio de que ningún riesgo es aceptable
.

En su versión estrecha y sobre todo para riesgos grandes que tienen poca probabilidad de ocurrencia, el principio tiene mucho sentido. Puede ser asimilado a un seguro que la sociedad toma para protegerse de un riesgo improbable pero grave. Las personas usualmente son adversas al riesgo por lo cual están dispuestas a tomar prevenciones más costosas que el valor actual del riesgo (es decir el costo multiplicado por la probabilidad). La gente, por ejemplo, prefiere pagar $ 10 seguros por un seguro contra incendios a soportar un costo alto pero improbable de que se queme su casa con sus pertenencia, a pesar de que la probabilidad de ocurrencia y el valor es menor que la prima. 

Buena parte de los riesgos ambientales son solo probables y no hay demasiada certeza científica y parece razonable actuar con un margen de seguridad, siempre que se tomen en cuenta (entre otros elementos que luego voy a considerar) los costos de la regulación y las alternativas. 

A veces la amplitud del riesgo podría hacer plausible el uso del principio. Una persona puede razonablemente ser negligente a la hora de cuidarse de un riesgo remoto pero grave como 1 en 50 000 de perder la vida, pero cuando un riesgo similar amenaza a toda una sociedad, y la cantidad de personas muertas pueden ascender a decenas de miles, la regulación precautoria puede tener sentido
. 

Pero en su versión débil el principio puede ser considerado una aplicación razonable del CB, que de hecho está presente en la legislación americana (aun cuando no se lo mencione con ese nombre) y en versión fuerte este principio está lleno de problemas, siempre que la meta sea reducir riesgos. 

Es cuestionable que el principio, salvo en casos donde el riesgo es muy grande y la probabilidad de ocurrencia es muy baja, ofrezca una guía clara para la administración del riesgo o que sea plausible desde el punto de vista de las consecuencias. Sunstein, quien actualmente está al frente de la Oficina de Información y Asuntos Regulatorios en la administración de Obama, afirma que el principio con independencia de atractivo retórico es incoherente: salvo algunos casos donde es obviamente atractivo, en general la inacción implica riesgos tanto como la acción, y el problema del principio es que nota en cuenta el costo de estos riesgos sustitutos.   Es decir, la misma precaución crea riesgos y por tanto muchas veces el principio mismo genera aquello mismo que pretende eliminar
.

Como regla que sugiere adoptar cierto margen parece tener mucho sentido, pero en algunas versiones más extremas ha sido cuestionada. De hecho ha despertado polémica: Inclusive los medios opinaron de modo divergente sobre el popular  principio de precautorio. Mientras el New York Times Magazine lo incluía como uno de las ideas más importantes del 2001, el Wall Street Journal lo consideraba “un neologismo ambientalista, invocado para hacer caso omiso de pruebas científicas y, más directamente, para prohibir las cosas que no les gustan: la biotecnología, la tecnología inalámbrica, las emisiones de hidrocarburos”
.    

La regulación de riesgos ambientales cuando no hay perfecta certeza es de hecho una regla general en la regulación de casos ambientales, en la mayor parte de los casos, donde con frecuencia la relación causal no puede ser establecida con precisión. La Ley del aire limpio en USA, por ejemplo, autoriza la acción regulatoria y requiere a la EPA que adopte medidas de control para varios tipos de contaminantes del aire, aun cuando según el juicio de la administración estos puedan razonablemente poner en riesgo la salud pública o el bienestar. La prueba científica no es querida, puesto que basta con la creencia razonable de que los contaminantes pueden causar daño
.    Incluso la misma ley manda a la EPA a establecer los estándares para aire limpio con un adecuado margen de riesgo, es decir a un nivel menor de concentraciones de los que son conocidos afectan la salud
. La misma Suprema Corte Americana ha considerado que no deben tomarse en cuenta los costos cuando se establecen los estándares
. La ley de Especies en Peligro también requiere la acción gubernamental en ausencia de certeza científica. La lista de especies protegidas debe confeccionarse según la mejor información científica y comercial disponible y ello incluye aquella donde no hay consenso o conclusiones establecidas
. La misma ley nacional de política ambiental (NEPA, por sus siglas en ingles) pide que las agencias consideren un “amplio el espacio de alternativas” incluyendo las consecuencias de no regular
. En Estados Unidos, además, aun sin emplear el término de modo especifico, los tribunales federales han empleado una noción de precaución en varios casos de importancia
.  

Es decir aun cuando hay cierto sesgo precautorio en la ley ambiental en general, los proponentes del principio consideran que esto es insuficiente. Se ha juzgado, por ejemplo, que las regulaciones ambientales americanas son muy laxas, permisivas y que no suficientemente preventivas del daño ambiental
  

Probablemente el elemento más distintivo del principio, en los hechos, sea la traslación de la carga de la prueba a quien desarrolla la actividad presumiblemente dañosa. La idea de que el interesado debe probar que la actividad no es dañosa, una regla que aplicada en sentido muy estricto puede llevar a paralizar cualquier actividad o muchas actividades de una manera cuestionable.  De hecho toda actividad implica riesgos para la salud y el medio ambiente. En muchos casos puede suceder que tanto la regulación como la ausencia de regulación o la presencia o ausencia de actividad implican riesgos y el principio de “culpable hasta que usted muestre lo contrario”, aplicado de una manera muy estricta, puede ser paralizante
.
Su empleo puede generar cierta tendencia muy fuerte al status quo haciendo muy costoso introducir nuevas actividades, puesto que cualquier actividad puede introducir potenciales efectos negativos en el ambiente.  El problema es que esas mismas innovaciones pueden generar beneficios que implican mayor calidad de vida y mejor ambiente. Centrar la atención solo en los potenciales daños sin tomar en cuenta los beneficios de una actividad puede llevar a mayor daño y esto puede afectar la meta del principio. Puede suceder que nuevas tecnologías o actividades son más seguras que las establecidas y la prueba de que no causa daño, en particular cuando la ciencia no tiene demostraciones claras, puede ser demasiado restrictivo para el desarrollo de nuevas actividades y tecnologías.13
Pero en una versión fuerte, sobre todo que deje de lado el análisis de costo y beneficio, el  principio precautorio tiene algunos problemas
. Para comenzar es demasiado laxo y no es muy claro, en los hechos, que decisiones promueve en casos no obvios.  En su versión más estricta tiende a considerar los costos pero no lo beneficios de una actividad y, por otra parte, en muchos casos difíciles, la precaución no es una opción realista, puesto que cualquier curso de acción implica riesgos.     

Por otra parte, existen demasiados riesgos contra los cuales se pueden tomar precauciones y no solo los medios son limitados sino que los esfuerzos por reducir algunos riesgos generan otros riesgos. Esos mismos esfuerzos además eliminan beneficios que aparecen ocultos a la vista de muchos reguladores y la vista de muchas personas que favorecen el principio. 

En muchos casos puede suceder que de su aplicación se siga mayor riesgo para la salud y el ambiente.  Una acción o regulación que busca proteger el ambiente de un daño no probado científicamente puede implicar mayor seguridad ambiental, pero en muchos casos puede suceder que la misma regulación incremente los riesgos a la salud  y al ambiente. El riesgo puede incrementarse no solo tomando decisiones de no regular riesgos justificados sino también regulando riesgos injustificados.  Un buen ejemplo presenta el caso de la regulación de fármacos en Estados Unidos.  La FDA se ocupa de aprobar las drogas antes de que puedan ser utilizadas por las personas y lo hace con criterio de precaución en la idea de que los medicamentos deben ser “efectivos y seguros”. Pero el costo social puede incrementar no solo consecuencia de permitir medicinas poco seguras, también se incrementa consecuencia de demorar demasiado tomando precauciones que pueden demorar demasiado la introducción de medicamentos en los mercados costando vidas
. Una regulación que busque minimizar el riesgo en una actividad cualquier debería, en suma, tomar en consideración los costos y beneficios de todos los cursos de acción disponibles. En el caso se requiere un adecuado balance para minimizar el costo social de la actividad.  

En general, la regulación eficiente del riesgo requiere que se adopte un nivel correcto de gasto en precaución, tomando en cuenta todos los efectos de la regulación.  Otro ejemplo, es el caso de la regulación de los pesticidas, donde también pueden cometerse los dos errores mencionados: poco control puede llevar a riesgos en salud y ambiente pero demasiada precaución puede generar demasiados costos en bienestar y eventualmente en salud y en ambiente. El empleo de químicos en la agricultura puede afectar la salud humana, afectar la calidad de las aguas, ecosistemas y generar daño en especies animales y vegetales. Estos efectos negativos pueden justificar la regulación, pero una regulación excesiva (ser demasiado precavidos) puede demandar el empleo de mas tierras para agricultura y la suba del precio de alimentos. Esto puede motivar daño ambiental e incentivar a que las personas reemplacen ciertos alimentos por sustitutos de menor calidad que afectan la salud. 

La experiencia con varios pesticidas ilustra este problema. El bromuro de etileno fungicida (EDB) se empleaba para controlar el moho en los granos, pero su empleo fue restringido en 1983, por temores de que esa sustancia era un  carcinógeno potencial. Pero los productos químicos que sustituyeron al EDB fueron menos potentes y debieron ser empleados en mayor cantidad, incrementando el riesgo para los trabajadores expuestos a estas sustancias. Como sucede con frecuencia, la regulación EDB llevo a la reducción de ciertos riesgos pero al mismo tiempo condujo al incremento de otros. Un balance costo beneficio es el modo de examinar si se logra la meta ambiental a menores costos en salud y ambiente
.  

Puede ser importante mirar también los beneficios, algo que las personas usualmente dejan de lado en materia de regulaciones. Si bien la sociedad moderna genera muchos riesgos que justifican cambios en el sistema legal, esos cambios son los que permiten ofrecer mejores bienes y servicios, incluyendo mejoras significativas en la salud y el ambiente.  Una sociedad que regula demasiado y hace muy costoso innovar paga costos de oportunidad y puede llevar a que sea demasiado costoso ofrecer bienes y servicios en los mercados. Todavía hay demasiada gente con problemas desnutrición en el mundo y es un problema actual. Solo considerando los problemas ambientales (para excluir aquellos bienes no ambientales centrales al bienestar, como alimentación) hay una estrecha relación entre riqueza y protección contra riesgos. Se ha calculado que alrededor de 7.5 millones de dólares significa una vida estadística. Hay buenos argumentos ambientalistas para examinar bien todos los costos y beneficios de una regulación ambiental.  Si la agricultura se vuelve menos productiva, por ejemplo, mas campos serian necesarios para lograr iguales metas productivas y eso tendría enormes y horribles implicancias ambiéntales, puesto que muchas más hectáreas deberían destinarse a esta actividad. 

Aun cuando los mercados usualmente fallan y el derecho privado no parece ser la herramienta mejor preparada para prevenir el daño ambiental de incidencia colectiva, los analistas no deberían, por ese solo motivo, que los mercados y la creación de riqueza no tiene incidencia central en el bienestar de las personas y la misma calidad ambiental.  Muchas veces se parte de la cuestionable asunción de que la sociedad industrial solo implica costos, pero no beneficios para el ambiente
. Pero hay datos que muestran que la sociedad industrial contribuyo centralmente a la salud y calidad ambiental. Tomar medidas para mejorar el ambiente, simplemente, es costoso y esto se puede hacer mejor cuando se cuenta con recursos. No solo una mirada histórica permite sostener esta afirmación, sino  también la conocida mejora en ciertos problemas ambientales en los países ricos durante las últimas décadas. La mayor parte de los indicadores que usualmente pensamos relevantes respecto de calidad ambiental han mejorado sustantivamente con la mayor productividad de los mercados, la ciencia y la técnica, tales como la expectativa de vida,  mortalidad infantil, El sistema legal y político ambiental, de hecho, es también una actividad costosa de sostener.  Hay una correlación demasiado grande entre riqueza y reducción de la mortalidad
. La idea central es que la calidad ambiental es un bien que debe ser financiado y esto puede hacerse de mejor modo cuanto mayor es la riqueza.  Hay evidencia fuerte que muestra una estrecha relación entre calidad ambiental y riqueza. Inclusive hay correlación entre ingreso y apoyo a medidas ambientales
. Durante las últimas décadas la polución ha disminuido sensiblemente en los países ricos, sobre todo respecto de aquellos contaminantes que son más graves y perjudiciales para la salud
. 
4.1 Principio precautorio y sesgos cognitivos: una posible explicación de su atractivo.  

Es posible que buena parte del apoyo que tiene le principio precautorio provenga o esté conectada a ciertos sesgos en las decisiones observadas por los economistas de la conducta y los psicólogos cognitivos. Sunstein se ha ocupado de ofrecer algunas de estas razones. Un primer sesgo que puede contribuir a hacer atractivo a primera vista un principio precautorio fuerte es el “sesgo o heurística de la disponibilidad”: las personas asigna mayor probabilidad de hechos dañosos visibles  que pueden recordar y dar ejemplos sobre ellos. En un experimento, por ejemplo, las personas tienden pensar que hay más hombres que mujeres en una lista cuando los primeros son más famosos que los segundos, y viceversa. Acontecimientos recientes, publicitados y “visibles” para la mente se les atribuye mas peligrosidad y despiertan más miedo entre las personas y es posible (hay evidencia estadística de la EPA que lo nuestra) que las regulaciones signa mas las demandas de las personas que la de los expertos. Esto sucede, aun cuando muchos otros riesgos no están heurísticamente disponibles para las personas como imagines, aun cuando son mucho más probables y graves
. 
Las personas usualmente cometen el error de “descuido de la probabilidad”, centrándose solo en la gravedad del daño, pero dejando de lado su frecuencia. Para CS esto podría explicar el atractivo del PP puesto que la gente solo fija como meta al gravedad del evento dañoso, al que se conecta emocionalmente, dejando de lado la probabilidad de ocurrencia, que puede ser muy baja (y por tanto también el riesgo).  La gente demanda, de ese modo, costosas medidas preventivas de muy baja probabilidad, aun en casos en los cuales esos recursos podrían destinarse a prevenir riesgos cuya magnitud combinada con la probabilidad sea más alta
. La gente, por ejemplo, podría atribuir alto riesgo a los alimentos genéticamente modificados o a la energía nuclear,  puesto que se centra en los peores escenarios dejando de la lado la probabilidad. Por ese mismo motivo los accidentes de avión generan más temor que las muertes por olas de calor.   Como en el caso del sesgo de la visibilidad, en este caso contar con la imagen es crucial para que opere esta desviación en la elección.  De modo irracional, por ejemplo, las personas eligen un seguro contra riesgos del terrorismo que un seguro de igual precio por seguro contra todo riesgo, a pesar de que esto último incluye al primero. 

Las personas, además, son especialmente adversas a las pérdidas, las que son valoradas mucho más que un igual beneficio.  De ese modo, la expectativa de una perdida de $ 1000 causa mayor pérdida de utilidad que el incremento asociado a ganar $ 1000. Cuando a las personas se les asigna un bien X en un experimento tienden a valorarlo más que si deben pagar para adquirirlo, la conocida diferencia entre el precio de venta y compra de la economía de la conducta. Aplicado al caso, la sugerencia es que las personas se apegan demasiado al status quo y por tanto les preocupa mucho mas una pérdida de bienestar que una pérdida de igual magnitud en ganancia (que no se obtiene) consecuencia de la aplicación del principio. Mientras que las personas podrían valorar mucho las eventuales pérdidas actuales, tienden o tendrían a tomar en cuenta en la misma medida los costos de oportunidad (que además no son visibles) de usar el principio. Este sesgo puede reforzarse con la visibilidad o disponibilidad de un riesgo: el costo de aprobar sin suficientes estudios un mal médicamente son visibles pero no los costos asociados someterlo a demasiadas precauciones no son directamente visibles. Mientras el primero puede ser visto como una “perdida”, los segundos serian “ganancias”, que usualmente son menos valoradas, aun cuando son vidas humanas. La idea central es que las personas están mucho más dispuestas a tolerar riesgos conocidos que aquellos que no lo son, aun cuando desde el punto de vista estadístico sean equivalentes
. 

Sunstein cree que cierta extendida idea que atribuye benevolencia a la naturaleza podría favorecer al aceptabilidad y atractivo del principio precautorio. De hecho se sabe que las personas asignan mucha probabilidad a riesgos asociados a actividad humana que a otros riesgos mucho más probables y graves asociados a la misma naturaleza. Muchas personas, algo que puede juntarse e interactuar con la aversión a la perdida, ven cierto equilibrio benevolente en la naturaleza, aun cuando muchas veces puede ser destructiva
. 

Este autor comenta también que muchas veces las personas no miran las consecuencias en todo el sistema consecuencia de una regulación sino que solo miran la meta buscada.  Dorner hizo un interesante experimento, simulando por computadora problemas ambientales que las personas debían intentar por medio de una larga serie disponible de políticas públicas. Encontró que las personas pueden provocar verdaderas catástrofes y que la razón de la mala regulación en general es producto de no mirar el efecto de pequeños cambios en el sistema, antes que la meta ideal. Las personas que mejores resultados obtenían son aquellas que miran el cambio menor que una meta significa respecto de otra, una forma más frecuente entre los especialistas que las personas en general.  Sunstein cree que mientras, en ese experimento, la versión moderada del PP podría ser de ayuda, una versión fuerte llevaría a catástrofes
.  

Las personas además rara vez, como si sucede con los expertos, miran los beneficios y solo los costos de una actividad, razón por la cual el PP podría ser atractivo para muchos, de modo que no pueden ver “cierta capacidad de intercambio” entre ambos. El ejemplo que cita de un estudio es el caso de la eliminación de asbestos en una escuela de NY. El riesgo era extremadamente bajo, menos de un tercio de que morir alcanzado por un rayo, pero los padres insistían con las reformas que removieran el riesgo. Una vez que comenzaron las obras y los costos de tener la escuela parada durante varios días, muchos de ellos comenzaron a reconsiderar las ventajas de la reforma, puesto que se hizo visible uno de los costos de oportunidad que, además, recaía sobre ellos. Del mismo modo, en 1993, alrededor del 63 % de las personas encuestadas en USA apoyaban la meta de combatir el calentamiento global a cualquier costo. Pero al mismo tiempo el 53 % de las personas contestaron que se negarían a apoyar Kyoto si el costo fuese superior a USD 50 por familiar americana por mes
. 
 Defensores del principio han sugerido, sin embargo, argumentos que no puedo comentar aquí, como que permite corregir problemas de otros sesgos de las decisiones, como la frecuente elección por el corto plazo y la tendencia al sobre optimismo. Otros han considerado que tiene buenos efectos redistributivos, puesto que son bienes públicos que muchas veces tienen incidencia sobre los más pobres, en una literatura que no puede considerar ahora
. 

Pero el centro del asunto es que riesgos sensacionales y poco usuales y muy “visibles” atrapan la atención generando demanda de políticas públicas, cuando otros riesgos menos visibles, más mundanos y  peligrosos quedan desatendidos por las personas y la regulación. 

Es posible además que intereses ideológicos y económicos empleen la socialmente aceptable retórica ambiental para lograr metas no ambientales, como cierta distribución de la riqueza o lograr mayores costos para competidores en los mercados o algún favor o ventaja competitiva gubernamental. Productores locales de un país podrían argumentar que productos que compiten con su producción son peligrosos para la salud o el ambiente y que es mejor prevenir que curar. Es posible que muchas empresas hayan empleado el terreno de la discusión ambiental para obtener beneficios
. 
El argumento central, desarrollado por Susntein, es que en buena medida el apoyo popular y burocrático al principio precautorio y (probablemente) otros principios de administración del riesgo de carácter preventivo, es que las personas podrían estar sesgadas cognitivamente y por lo tanto demandar políticas ineficientes en materia de control y administración del riesgo. Un examen del gasto en políticas de reducción del riesgo ambiental de la EPA, por ejemplo, muestra claramente que buena parte de este esta se explica mejor en términos de las (muchas veces equivocadas)  demandas regulatorias de los individuos que en el examen científico del riesgo. Una ventaja del empleo del costo beneficio, seguimos en esto al autor antes mencionado, es que permite eliminar o al menos mitigar los sesgos cognitivos y emplear los recursos de manera mas eficiente en la administración del riesgo en sociedad
. 

5.  Limites al costo beneficio. Un análisis descriptivo. 
En esta ultima parte se exponen algunos limites al CB desde un punto de vista descriptivo, es decir en referencia a las creencias y valores usualmente receptados en las democracias modernas. Esto es, no se intenta un clásico examen de los límites del CB o la eficiencia en un sentido normativo o filosófico sino que se busca describir aquellos casos en los cuales hay buenos motivos, siempre que se consideren las visiones mas compartidas sobre valores democráticos y republicanos de las personas como un valor a tener en cuenta, para  limitar el empleo o alcance del CB
. 

Los riesgos de empleo del CB es utilizar instrumentalmente a las personas para favorecer a otras. Con independencia de las repetidas advertencias de los filósofos sobre estos problemas, a nivel de las políticas publicas, podría tener sentido limitar el calculo de las consecuencias como regla de decisión cuando hay derechos en juego, es decir resultados exigibles por las personas, con independencia del calculo de bienestar.  
Creemos que estos límites pueden tener fundamento también en la utilidad: son límites fundados en reglas o principios que usualmente, es decir no caso por caso, puede o podrían llevar a mayor bienestar.  Esas reglas pueden ser de una gran variedad pero la más importante es la concesión de derechos. 

Pero es cierto que los derechos, en la práctica, no se defienden de manera absoluta. El derecho al aire limpio, debe referir a algún mínimo de aire limpio y no a un absoluto, razón por la cual el costo beneficio puede contribuir a informar para establecer cual debería ser ese derecho a un mínimo de calidad ambiental. 

Una mejor definición de este punto requiere definir que derechos tienen las personas y en particular en que casos estos pueden exitosamente oponerse al costo beneficio, puesto que es discutible que en todos los casos las personas tengan siempre los mismos derechos, con independencia de las condiciones.  Es decir, aun cuando estemos de acuerdo en derecho que establecen mínimos exigibles, el cambio en las circunstancias puede hacer recomendable o plausible nuevas definiciones.  Esto no se logra por medio de la simple intuición burocrática y es posible que el costo beneficio sea una herramienta útil para obtener información, sobre todo que otros derechos podrían estar en juego, ya que es necesario financiar la defensa de estos derechos. 
Pero en una democracia republicana la definición de derechos tiene el sentido de limitar el cálculo de conveniencia y otras razones, como las políticas, para la toma de decisiones públicas. A nivel descriptivo, probablemente muchos analistas admitirían que las personas tienen derechos o algunos derechos que limitan o podrían limitar el alcance del CB. Quizás el optimo social de cantidad de un contaminante sea lesivo para la salud de grupos muy vulnerables como ancianos y niños, por ejemplo, y la sociedad quiera limitar la cantidad de emisiones mas allá del optimo social, adoptando precauciones cuyos costos exceden los beneficios.  En parte esta regla se puede explicar por la dificultad de valorar los derechos, como la salud, o los limites asociados a valorar los bienes solo sobre la base de la capacidad de pago. 

Un límite obvio y probablemente más complicado para el CV es que usualmente las valoraciones proceden sobre la base de la propensión a demandar que los individuos tienen. Pero la propensión a demandar depende de la capacidad de pago y este último depende del ingreso y una regla de asignación de derechos que dependa completa y exclusivamente en la capacidad de pago de los individuos podría sea indeseable desde el punto de vista de las convicciones mas frecuentes en el campo legal y moral.  
Por otra parte, asignar sobre la base de quienes demandan más, siquiera pasa el test de la mayor utilidad: un grupo puede valorar más un derecho pero puede contar con menos dinero para con menor capacidad de pago por restricciones presupuestarias.  Es decir, asignar sobre la base del CB en un sentido normativo estricto no solo podría violar muchas intuiciones de justicia y prácticas asociadas a ciertas ideas distributivas, sino que tampoco pasaría un test serio de utilidad, usualmente la base filosófica más afín al empleo de la eficiencia en el campo social, el valor que subyace de manera mas clara al CB. 

Quizás, además, y relacionado con el punto anterior, haya cuestiones distributivas independientes de manera completa de la capacidad de pago y de las valoraciones de las personas.  Quizás las personas tengan un derecho, basado en las prácticas actuales, a no estar expuestos a un nivel de riesgo demasiado grande.  Es posible que un proyecto pase el CB pero que los beneficios sean distribuidos en un parte grande de la sociedad pero que los costos sean concentrados en un grupo menor de gente.  Esto violaría intuiciones muy obvias sobre la justicia, aun cuando tal vez la utilidad del grupo más grande sea mayor que la perdida de utilidad del grupo minoritario. Un defensor del principio CB o de la eficiencia o la utilidad, debería, en este caso, probablemente, insistir en que preservar estas reglas que garantizar cierto nivel de igualdad superan un test de utilidad cuando se considera la regla y no la política para el caso. Quizás el mismo argumento pueda emplearse  para las otras limitaciones del principio de eficiencia. 
Por otra parte hay casos donde el costo beneficio puede ser muy inexacto. En estos casos es posible que decisiones basadas en reglas sometidas a la experiencia tenga mucho sentido desde el punto de vista social. Un simple examen de los diversos costos que afronta la EPA por vida estadística salvada y los valores que se asignan al valor vida en diversos contextos pone de manifiesto claramente esta limitación.

La misma idea puede seguirse para casos donde la regulación o decisiones públicas refieren a bienes que no tienen valores claros en el mercado y las posibilidades de que valores del analista o de la corporación política ingresen en la estimación de costos y beneficios. En estos casos, es posible que los mismos sesgos cognitivos que hacen que las personas demanden malas políticas públicas en torno a la administración del riesgo afecten el juicio o la valoración de los expertos. Lo mismo puede decirse para el caso de la búsqueda de rentas de grupos bien organizados que pueden influenciar las decisiones públicas en su favor, lo que debería ser más probable cuanto mas ambiguas son las valoraciones sociales sobre los bienes que se quieren proteger. 

Pueden existir límites institucionales, puesto que el mismo sistema legal puede otorgar derechos que bloqueen el empleo del CB y con independencia de la plausibilidad de estos, el funcionamiento del  sistema institucional en su conjunto podría recomendar límites al CB, los que podrían estar justificados por cuestiones formales, con independencia de razones mas sustantivas. Pero en cualquier caso, queda un especio amplio para el empleo del CB aun en su forma estricta y en su forma laxa tiene la enorme utilidad de brindar información central para la regulación.  Por otro parte,  y para concluir, es posible, como se ha sugerido, que estas limitaciones puedan justificarse apelando a un utilitarismo de reglas. 
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